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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ
BOLETÍN  005 DE  25 DE MAYO DE 2010
	1. PROVIDENCIAS DE INTERÉS DE ESTA CORPORACIÓN




1.1 Sala civil
1.1.1
RECHAZO DE LA DEMANDA DE CARA A DERECHOS FUNDAMENTALES DE DEBIDO PROCESO Y DE ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. Conculca reglas de debido proceso y derecho de acceso a la administración de justicia el rechazo de la demanda  por el incumplimiento de requisitos establecidos para una acción diferente a la incoada. 

“es evidente que las exigencias plasmadas en el auto inadmisorio de la demanda -que a la postre  determinaron el rechazo del líbelo-, desbordan el marco legal que regula la acción de declaración de pertenencia invocada por el extremo actor.

En efecto, nótese que el a-quo parte del errado convencimiento de encontrarse frente a una “…demanda de imposición de servidumbre…” (fl. 43 C.1),  apreciación que lo llevó a requerir del demandante la integración de la litis mediante la vinculación de la sociedad constructora “…propietaria del predio sirviente…”; a indicar el valor del “…avalúo catastral del predio sirviente…” para determinar su competencia; a aportar “…el inventario de los daños que se causen, con el estimativo de su valor en forma explicada y discriminada, así como el acta elaborada para el efecto…”; y a precisar “…los linderos del predio sirviente la actual nomenclatura urbana…”, exigencias propias del proceso de imposición de servidumbres (
), que con excepción de esta última, resultan extrañas a la acción de prescripción adquisitiva por medio de la cual la entidad accionante pretende hacerse al dominio de la servidumbre de energía eléctrica que afecta las zonas comunes de la copropiedad demandada. 

Desde esta perspectiva, no podía el Juzgador disponer el rechazo de la demanda, pretextando el incumplimiento de formalidades que la ley no contempla para esta clase de procesos, pues tal comportamiento sacrifica injustificadamente el derecho al debido proceso en cabeza de la demandante y de contera el de acceso a la administración de justicia.”

PROPIEDAD HORIZONTAL-BIENES COMUNES. TÍTULARES DEL DERECHO DE PROPIEDAD – LITISCONSORCIO NECESARIO. Por disposición legal, el derecho real de propiedad sobre los bienes comunes de una construcción sometida al régimen de propiedad horizontal recae en común y proindiviso sobre los propietarios de las unidades privadas, por tanto cuando se pretenda afectar dicho derecho, la demanda debe dirigirse contra todos los propietarios de las unidades privadas que integran el 100% del coeficiente de copropiedad.

“el libelo no cumple con el requisito previsto en el numeral 5° del artículo 407 del Código de Procedimiento Civil, pues tratándose de un proceso de pertenencia que recae sobre un bien que, dentro del régimen de propiedad horizontal, ostenta la calidad de común, la demanda de pertenencia debió dirigirse contra todos los propietarios de las unidades de vivienda que integran el Conjunto Residencial Iscay P.H., quienes, en estricto sentido, son los verdaderos titulares del derecho real de dominio de las áreas comunes dentro de una copropiedad, tal como se extracta del texto de la Ley 675 de 2001, que en su artículo 19 dispuso: “Los bienes, los elementos y zonas de un edificio o conjunto que permiten o facilitan la existencia, estabilidad, funcionamiento, conservación, seguridad, uso o goce de los bienes de dominio particular, pertenecen en común y proindiviso a los propietarios de tales bienes privados, son indivisibles y, mientras conserven su carácter de bienes comunes, son inalienables e inembargables en forma separada de los bienes privados, no siendo objeto de impuesto alguno en forma separada de aquellos.” (Se resalta)

Sobre el particular, la jurisprudencia constitucional ha señalado que “…los titulares de la propiedad en común son los propietarios de las unidades privadas del edificio o conjunto sometido al régimen de propiedad horizontal…”(
), tras explicar que en dicho régimen “…coexisten dos derechos, a saber: el primero, que radica en la propiedad o dominio que se tiene sobre un área privada determinada; y, el segundo, una propiedad en común sobre las áreas comunes, de la cual son cotitulares quienes a su turno lo sean de áreas privadas.” 

En este punto vale la pena acotar que la exigencia prevista en el numeral 5° del artículo 407, en cita, no se ve satisfecha con la notificación al representante legal del conjunto demandado, pues memórese que sus facultades como administrador de los bienes comunes, en modo alguno le permite a la persona jurídica reemplazar o sustituir a los copropietarios en lo atinente al ejercicio y disposición de derecho real de dominio que ostentan, posibilidad que tan sólo fue admisible bajo el régimen de la derogada ley 16 de 1985. 
””
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 75 DEL C.P.C.





: ARTÍCULO 76 DEL C.P.C.





: ARTÍCULO 83 DEL C.P.C.





: ARTÍCULO 407 DEL C.P.C.





: LEY 675 DE 2001 ARTÍCULO 19
FECHA



: 2010-03-11 

PONENTE


: Dra. MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA

DEMANDANTE

: CODENSA S.A.

DEMANDADO


: CONJUNTO RESIDENCIAL ESCAY – 




  PROPIEDAD HORIZONTAL.
PROCESO


: ORDINARIO DE PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA 



RADICACIÓN 


: 11001310302520090058401

Para examinar el documento abrir el anexo denominado 11001310302520090058401

1.1.2
ACCIÓN POPULAR. DESAPARICIÓN DE CIRCUNSTANCIAS [Desaparecida la publicidad engañosa (causa) desaparece la necesidad de hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos (tutela efectiva del derecho)] QUE CONSTITUYEN CONDICIÓN DE LA ACCIÓN, ANTES DE PRESENTAR LA DEMANDA, TRAE COMO SECUELA LA IMPROSPERIDAD DE ESTA. 

“si se admite que el objetivo primordial de este mecanismo constitucional es adoptar las medidas necesarias tendientes a proteger los derechos colectivos frente a cualquier amenaza que se cierna sobre ellos, es dable afirmar que la desaparición de las circunstancias de vulneración o agravio, para el momento de la presentación de la demanda, trae como consecuencia necesaria la denegación de las pretensiones de la misma, ante la inexistencia de una amenaza o vulneración actual de las prerrogativas cuya protección se incoaba, pues en tales circunstancias, cualquier determinación sobre el particular “caería en el vacío por sustracción de materia…”, como en reiteradas ocasiones lo ha precisado la Corte Constitucional. 
”
AFIRMACIÓN INDEFINIDA. RELEVO DE LA CARGA DE LA PRUEBA.

“ para el 4 de junio de 2009 (fl. 13 C.1), ya habían transcurrido dos meses desde la fecha en que el accionante adquirió el controvertido producto (5 de abril de 2009 – fl. 7 C.1), lapso temporal durante el cual la oferta fue retirada del mercado, tal como lo afirmó la entidad accionada al momento de descorrer el traslado de la demanda (fl. 42 C.1), aseveración que no fue desvirtuada por el actor, a quien le correspondía la carga de la prueba, conforme lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley 472 de 1998.
[…]

Ante la manifestación de la accionada sobre el retiro del producto y la inexistencia de la promoción, es claro que recaía sobre el actor la obligación de desvirtuarla, máxime cuando el juez de primera instancia le negó a aquella entidad la posibilidad de probar sus aseveraciones a través de la diligencia de inspección judicial que para tal fin solicitó (fls. 49 y 67 C.1)”

FUENTE NORMATIVA

: LEY 472 DE 1998, ARTÍCULO 30





: LEY 472 DE 1998, ARTÍCULO 34




: ARTÍCULO 177 DEL C.P.C.

FECHA



: 2010-03-25 

PONENTE


: Dra. MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA

DEMANDANTE

: LIBARDO MELO VEGA CONTRA LA SOCIEDAD 
DEMANDADO


: GRANDES SUPERFICIES DE COLOMBIA S.A.
PROCESO


: ABREVIADO DE ACCIÓN POPULAR  



RADICACIÓN 


: 11001310303520090033501
Para examinar el documento abrir el anexo denominado 11001310303520090033501
1.2 Sala de familia

1.2.1
HABER DE LA SOCIEDAD CONYUGAL. No lo integran los bienes adquiridos por alguno de los cónyuges antes de la vigencia del matrimonio no incluidos en las capitulaciones como aportados a esta.

“Del análisis de la prueba acabada de relatar, la Sala concluye necesariamente que ha de confirmarse la providencia atacada, por cuanto ninguno de los bienes fueron adquiridos dentro de la vigencia de la sociedad conyugal de las partes, esto es dentro del lapso comprendido entre la vigencia de la sociedad conyugal, del 27 de agosto de 2001, hasta el 14 de mayo de 2002; eso de un lado, de otro, tampoco en la Escritura Pública contentiva de las capitulaciones matrimoniales se indica de manera exacta que los bienes que han sido inventariados entren a formar parte del haber social.” 
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 1602 DEL C.C.





: ARTÍCULO 1771 DEL C.C.





: ARTÍCULO 1781 DEL C.C.





: ARTÍCULO 1842 DEL C.C.

FECHA



: 2008-03-26

PONENTE


: Dr. OSCAR JULIO MAESTRE PALMERA

DEMANDANTE

: MARTHA PAOLA VELOZA RODRÍGUEZ 

DEMANDADO


: HERNANDO CHIQUIZA SANCHEZ
PROCESO


: LIQUIDACIÓN DE SOCIEDAD CONYUGAL




RADICACIÓN 


: 11001311001020020035901

Para examinar el documento abrir el anexo denominado 11001311001020020035901

1.3 Sala Laboral
1.3.1
SUSTITUCIÓN DE PENSIÓN. “el hijo inválido que pretenda la obtención de la pensión de sobrevivientes, debe acreditar: i) su calidad de hijo del causante, ii) su condición de invalidez y iii) su dependencia económica del mismo.”

“Examinados los anteriores elementos de juicio, se advierte, tal como lo señaló el apelante, que el demandante no cumple con el requisito exigido por el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, consistente en tener la calidad de inválido al momento del fallecimiento del causante, pues la fecha de estructuración de la invalidez fue determinada el 25 de septiembre de 1997, es decir 2 años después del fallecimiento de su padre, beneficiario de la pensión de jubilación, razón por la cual debería absolverse a la demandada de las pretensiones.  Sin embargo, no puede esta Sala desconocer que en aplicación del artículo 13 de la Constitución Política de 1991, es función del juez ordinario, como parte del Estado, proteger los derechos fundamentales de los ciudadanos, especialmente, los de aquellos que se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta, como evidentemente ocurre en este caso, al buscarse la protección de un inválido que dependía económicamente de su padre, beneficiario de una pensión de jubilación. 

Es así, como la Corte Constitucional mediante la sentencia de tutela T 086 de 2009, con ponencia de NILSON PINILLA PINILLA, al resolver un caso idéntico al que hoy se debate, señaló: 

“De otra parte, en múltiples oportunidades se ha pronunciado esta corporación sobre la figura de la sustitución pensional - o pensión de sobrevivientes -, destacando su importancia para la protección de los derechos fundamentales de una categoría vulnerable de personas, particularmente quienes deben soportar las consecuencias negativas que derivan de la muerte de un pensionado de quien dependían para su sustento.

Se ha explicado que el objeto de la sustitución pensional es proteger a la familia, porque a través de ella se garantiza a los beneficiarios, quienes compartían de manera más cercana su vida con el causante, el acceso a los recursos necesarios para continuar subsistiendo en condiciones dignas, con un nivel de vida similar al que gozaban con anterioridad al fallecimiento del pensionado
; en ese mismo sentido, se ha precisado que la sustitución pensional responde a la necesidad de mantener para su beneficiario, al menos el mismo grado de seguridad social y económica con que contaba cuando vivía el pensionado.

Ahora bien, en lo que se refiere a la pensión sustitutiva para las personas inválidas o discapacitadas, la normatividad ha sido cuidadosa en proteger a los familiares inválidos del pensionado, ante el desamparo en que pueden quedar por razón de su muerte. Principios de justicia y de equidad justifican que las personas que padecen una discapacidad o invalidez tengan derecho a que una prestación pensional se les mantenga siempre que su estado de invalidez subsista, “para mitigar con ello el riesgo de orfandad y miseria al que pueden verse sometidos en caso contrario” (T-092 de 2003, M. P. Rodrigo Escobar Gil).

… Aunque la regla es que los requisitos para la sustitución pensional, deben probarse al momento de la muerte del causante, esta corporación, en casos excepcionales y por razones de justicia material, ha ordenado el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes a favor de hijos que, por causas ajenas a su voluntad, no acreditaron estos requerimientos al morir el progenitor, pero sí los reunían para aquella época. Se trata de casos extremos en los que la Corte se ha visto obligada a inaplicar parte de la normativa vigente y dar aplicación directa a la Constitución, con el fin de evitar la consumación de un perjuicio irremediable.” (subraya la Sala)
Por lo anterior, y como quiera que el demandante no acreditó su condición de invalidez al momento del fallecimiento del causante, pero sí se encuentra plenamente probado que esta condición es anterior, así como también la dependencia económica antes del fallecimiento, y después de éste, con la sustitución pensional recibida por BLANCA OLIVA LATORRE VDA. DE MORALES, la Sala de Decisión confirmará, en su integridad, la sentencia de primera instancia.” 
FUENTO NORMATIVA
: ARTÍCULO 13 DE LA C.N.




: ARTÍCULO 47 DE LA LEY 100 DE 1993

FECHA 

: 2010-03-12 
PONENTE

: Dra. MARÍA DEL CARMEN CHAÍN LÓPEZ 

DEMANDANTE
: JOSÉ HENRY MORALES LATORRE
DEMANDADO

: FONDO DE PRESTACIONES ECONÓMICAS, CESANTÍAS



  Y PENSIONES – FONCEP
RADICACIÓN 

: 11001310501220080061901 con recurso de casación en trámite. 

Para examinar el documento abrir el anexo denominado 11001310501220080061901
DIEGO ROBERTO MONTOYA MILLAN
 ALIRIO CORREAL BELTRÁN

 
 Presidente
del Tribunal 


 Relator del Tribunal 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA
SALA PENAL
BOLETÍN  18 – MAYO 21/10  

1.- PROVIDENCIAS DE ESTA CORPORACIÓN
1.1. M. P.  CHAVERRA CASTRO GERSON- Rad. 110016102465200600795-01 (20-04-10) PRECLUSIÓN – Causal 7ª artículo 332 de la Ley 906 de 2004 – Interpretación de  los términos previstos en el artículo 294 ibídem -  El segundo plazo de 30 días con que cuenta la Fiscalía para radicar el escrito de acusación no empieza a correr de manera inmediata a continuación de los primeros 30 días, sino que se debe contabilizarse desde la designación del nuevo fiscal.

“De manera que, siendo claro que en el caso sub examine la formulación de la imputación tuvo lugar el 23 de marzo de 2007 y que el escrito de acusación se radicó el 8 de junio del mismo año, corresponde al Tribunal determinar si, como lo plantea la defensa, se configura la causal de preclusión de la investigación que consagra el artículo 332-7 de la Ley 906 de 2004.   

(…)

“De cara a las normas trascritas, sobre todo tomando en consideración el contenido del artículo 294 de la Ley 906 de 2004, para el Tribunal es claro que una vez se vencen los primeros 30 días con los que cuenta el Fiscal para presentar el escrito de acusación, contados desde el día siguiente a la formulación de la imputación, la primera consecuencia es que dicho funcionario pierde competencia para seguir actuando. Sin embargo, el ente acusador queda legalmente habilitado para presentar la acusación dentro de un nuevo plazo de 30 días, que se cuenta a partir del momento en que se le asigne el conocimiento del asunto al nuevo fiscal. Apreciación que surge diamantinamente del tenor literal del inciso segundo del citado artículo, al prescribir que: “En este evento el superior designará un nuevo Fiscal quien deberá adoptar la decisión que corresponda en el término de treinta (30) días, contados a partir del momento en que se le asigne el caso”.

“Ahora, si dentro de este segundo plazo no se radica el escrito de acusación, la defensa y el Ministerio Público quedan facultados para solicitar la preclusión, a tono con las previsiones de los artículos 294 y 332-7 de la citada codificación procesal penal.

“En el caso de autos, el abogado defensor, partiendo del alcance que le otorga a la sentencia C- 558 del 20 de agosto de 2009, de la Corte Constitucional, considera que el término con que cuenta la Fiscalía para formular acusación es de 60 días corridos, contados a partir del día siguiente a la formulación de imputación. Término que en el caso sub examine fue ampliamente superado y, por consiguiente, a su juicio, se configuró la causal de preclusión prevista por el artículo 332-7 de la Ley 906 de 2004.

“Al respecto, debe advertir el Tribunal que la Corte Constitucional, en la sentencia C-558 de 2009, estudió la exquibilidad del artículo 294 de la Ley 906 de 2004, por cuanto fue demandado bajo la consideración que respecto de dicho precepto se configuraba una omisión legislativa relativa contraria a la constitución, atribuible a la ausencia del señalamiento de un término para que el superior designe un nuevo fiscal, ante el hecho de que quien adelantaba la investigación dejó vencer los términos para presentar escrito de acusación. Aspecto sobre el cual el alto Tribunal Constitucional precisó que la inconstitucionalidad pregonada no existía “… puesto que, a partir de una consideración integral del artículo demandado, en concordancia con otras disposiciones del mismo estatuto procesal penal, es posible señalar que el tiempo para proferir la decisión se debe contabilizar desde la designación del nuevo fiscal, la cual debe producirse de inmediato, razón por la cual dicho término, en realidad, debe contabilizarse a partir del momento en el que se venció el previsto en el artículo 175 de la Ley 906 de 2004”.

“De manera que, en la sentencia referida se deja claro que el segundo plazo de 30 días con que cuenta la Fiscalía para radicar el escrito de acusación se debe contabilizar desde la designación del nuevo fiscal, hecho que para el Tribunal Constitucional debe producirse de inmediato, por tanto, partiendo del supuesto que ello ocurra así, señaló la Corte que los segundos 30 días deben contarse a partir del momento en que se vencieron los 30 días previstos en el artículo 175 de la Ley 906 de 2004.

“Ahora, las motivaciones de la decisión de la Corte deben ser tomadas no de manera insular, como lo hace el apelante, sino en toda su dimensión, pues en el fallo que se analiza, para pregonar que los segundos 30 días deben contarse a partir del momento en que se vencieron los 30 días previstos en el artículo 175 de la Ley 906 de 2004, la citada Corporación partió del supuesto que la designación del nuevo fiscal se hace de manera inmediata a la expiración del primer plazo, sin que haya indicado la Corte que si tal designación no se realiza, de todos modos, en forma automática, sigue corriendo el plazo, ya que deja en claro que el referente para la contabilización del segundo término es, como patentemente lo dispone la norma demandada, la designación de un nuevo fiscal.

“Que el alto Tribunal Constitucional haya indicado que la designación del nuevo Fiscal debe hacerse de manera inmediata al vencimiento de los primeros 30 días, no puede convertirse en una camisa de fuerza que lleve a pregonar que el segundo plazo corre de manera automática al vencimiento del primero, por cuanto tal apreciación constituye un sofisma, en tanto que la realidad procesal demuestra que en ningún caso es posible que dicha designación se pueda realizar inmediatamente. Veamos: 

“Los trámites administrativos que deben surtirse hacen imposible que al día siguiente de vencidos los primeros 30 días ya exista un nuevo fiscal asignado para la investigación, dado que una vez opera la expiración del primer plazo, la Dirección Seccional de Fiscalías debe ser enterada -bien por cuenta del fiscal del caso, ora por información que suministre el Jefe de la Unidad de Fiscalía respectiva-, la que luego de verificar la situación debe disponer el relevo del funcionario instructor y asignarle la investigación a otro Fiscal y una vez adoptada esta determinación, la misma tendrá que ser notificada al nuevo Fiscal, funcionario que debe procurar entrar en conocimiento del asunto para determinar cuál es el trámite a imprimirle, siendo evidente que todas estas actuaciones, por su naturaleza, no es posible surtirlas en términos de breves horas.

“Por consiguiente, entiende el Tribunal que como las normas no pueden establecer mandatos de imposible cumplimiento, cuando la Corte Constitucional en la sentencia C-558 de 2009 expresó que la designación del nuevo fiscal –premisa necesaria para que comience a contabilizarse el segundo plazo con que cuenta la Fiscalía para radicar el escrito de acusación— debe realizarse por el superior de manera inmediata, se refiere a que dicho trámite se surta dentro de un plazo razonable, es decir, dentro del término justo que demanda su conclusión, actuando con la debida celeridad.

Así las cosas, el pregón del abogado defensor, en el sentido de que si no se considera que los términos que prevé el artículo 294 de la Ley 906 de 2004 corren automáticamente, ello representaría que la Fiscalía, si lo quiere, puede dilatar la designación del nuevo fiscal y así interrumpir indefinidamente el plazo para presentar el escrito de acusación, resulta infundado, como quiera que, como fue denotado en acápites precedentes, la designación del nuevo fiscal debe realizarse dentro de un plazo razonable, una vez la Dirección Seccional de Fiscalías tenga conocimiento de que el Fiscal del caso dejó vencer el plazo para presentar el escrito de acusación. Y debe ser, lógicamente, desde este enteramiento, por cuanto la mencionada autoridad no tiene la dirección del proceso, la tiene exclusivamente el Fiscal, de manera que aceptar que los aludidos términos corren en forma automática es establecer la inconsecuencia de que opera el vencimiento de unos términos, sin que se le haya dado la oportunidad a la autoridad competente de adoptar las medidas correctivas, consistentes en reemplazar al funcionario judicial moroso y designar otro que cumpla de manera oportuna con la función constitucional de presentar el escrito de acusación.

(…)

“Bajo tal realidad, el Tribunal considera que en el caso sub lite no se configura la causal de preclusión prevista por el artículo 332-7 de la Ley 906 de 2004, por cuanto, en primer lugar, la no presentación del escrito de acusación dentro del término de ley por parte del Fiscal que inicialmente adelantó la investigación, no tuvo lugar por un proceder negligente o incurioso de su parte, sino porque fue afectado con una medida de aseguramiento de detención domiciliaria y, en segundo lugar, porque una vez la Dirección Seccional de Fiscalía de Bogotá fue enterada del vencimiento de los términos, dentro de un plazo razonable designó el nuevo fiscal –el enteramiento tuvo lugar el 10 de mayo de 2007 y la designación del nuevo instructor se efectuó el 14 del citado mes y año—, quien presentó el escrito de acusación el 8 de junio siguiente, esto es, antes del vencimiento de los 30 días, que como se determinó, deben contabilizarse a partir de la designación del segundo funcionario.”

Relatoría/consulta/2010/Acusatorio/Autos 
1.2.  M. P.  CHAVERRA CASTRO GERSON- Rad. ACCIÓN DE TUTELA 110013104048200900486 01 (11-02-10)  BUEN NOMBRE / HABEAS DATA – Cancelación de antecedentes penales

“En ese orden, tenemos que tal y como lo señala el Juez de instancia, el derecho al habeas data tiene como núcleos fundamentales la libertad y el derecho de la autodeterminación informática, que consiste en la facultad que tienen los individuos para autorizar la conservación, uso y circulación de los datos que versen sobre ellos y que  revisten gran  importancia para las instituciones.

“Cierto es que el derecho al buen nombre está garantizado en el artículo 15 de la Constitución y consiste en el buen concepto y la opinión positiva que algunos individuos tienen respecto de una persona. El buen nombre se gana y es el resultado de la buena conducta que demuestra un individuo frente a la sociedad.

(…)

“Es así, que quien pretenda alegar vulneración a su buen nombre, sólo podrá hacerlo si lo tiene, es decir, si lo ha ganado. No así, quien ha incurrido en actos u omisiones que han deteriorado el concepto que los demás tienen de él, como incumplimientos en sus obligaciones, no pudiendo aspirar a que se le reconozca el mismo. 

 (…)

“Bajo tales presupuestos, debe la Sala señalar que sin duda alguna le asiste razón  al ente accionado al alegar la imposibilidad de acceder a las pretensiones del actor, toda vez que en su contra figura un antecedente penal por una condena proferida tiempo atrás, respecto de la cual, si bien, ya se declaró extinguida la sanción impuesta, no puede suprimirse la anotación de la base de datos, debido al derecho que le asiste a las autoridades judiciales o administrativas de acceder a dicha información, máxime cuando la misma siendo real, tiene una finalidad especial, en casos como el acceso a determinados cargos públicos que exigen carencia total de antecedentes penales.

“Así, necesario es destacar, que cuando se declara la extinción de una sanción penal, ello lo que representa es que el condenado deja de tener requerimientos judiciales por cuenta de dicho proceso, pero jamás implica que desaparece el antecedente penal, es decir, no se borra el hecho jurídico de haber sido condenado por infracción a la ley penal. Postura que tiene respaldo constitucional, ya que por citar sólo unos ejemplos, es requisito constitucional para el ejercer el cargo de congresista, la ausencia de antecedentes penales; de igual modo, por mandato del Estatuto Superior no pueden ser magistrados de las altas cortes quienes hayan sido condenados a penas privativas de la libertad y similar mandato opera para quienes aspiren a ser diputados de asambleas departamentales; de manera que, si se borra de las bases de datos del Departamento Administrativo de Seguridad, por la declaratoria de extinción de la pena la información sobre los antecedentes penales, la prohibición o inhabilidad que en tales términos tiene prevista la Constitución Política se tornaría vana, en la medida que un sujeto condenado penalmente, luego de obtener la declaratoria de extinción de la sanción, por operar cualquiera de las causas que establece la ley, esto es, prescripción de la pena o cumplimiento de periodo de prueba, en casos de haber sido beneficiado con algún subrogado penal, puede obtener que el DAS le certifique que no tiene antecedentes penales y lograr por esa vía a acceder a cargos públicos que exigen no haber sido condenado penalmente, en cualquier tiempo, por la comisión de delitos dolosos.  

“Aspecto que de plano permite considerar que la permanencia de los antecedentes penales, en manera alguna determina vulneración al buen nombre de las personas, ya que se alude en los apartes de las normas señaladas, “…el haber sido condenados en cualquier época…”, luego entonces, fácil se deduce, que su registro  no estaría delimitado en el tiempo y menos  aún podría ser cancelado  o borrado. 

“Lo anterior, sin perjuicio de la obligación que tiene la autoridad encargada por ley de llevar el registro de antecedentes penales, de mantener actualizada dicha información y expedir el certificado judicial con la expresión concreta, para el caso, que la sanción impuesta fue objeto de extinción o que el sujeto, por decisión adoptada por el Juzgado encargado de vigilar el cumplimiento de la pena impuesta, no es requerido por cuenta del proceso por el cual se le condenó.  

“Pues como lo ha determinado la Corte Constitucional “el derecho al habeas data tiene una dimensión positiva que comprende “(i) el derecho a figurar en los archivos de información o en las bases de datos de las cuales depende el acceso a un derecho o servicio básico; (ii) el derecho a que la información sea correcta, completa y actualizada; y (iii) el derecho a que circule por los conductos regulares de manera efectiva y oportuna hasta la autoridad administrativa competente para decidir sobre el acceso al derecho o al servicio”1 .
 (…)

“Por tanto, siendo que en el certificado judicial expedido el 8 de octubre de 2009, el cual se cuestiona por vía de tutela, se indica que el accionante “registra antecedentes, pero no es requerido por autoridad judicial”2 , información que se encuentra conforme a la realidad, ya que el demandante si bien fue condenado penalmente, la sanción impuesta fue objeto de declaratoria de extinción, por decisión adoptada el 30 de septiembre de 2004, por el Juzgado doce de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad3 , lo cual implica que no es objeto de requerimiento por cuenta del proceso donde se le condenó, no se puede pregonar afectación a los derechos fundamentales al buen nombre y al habeas data del solicitante de amparo, ya que no se trata de un reporte falso, incompleto  inexacto o desactualizado.”
1 Cfr. Sentencia T-317 del 31 de marzo de 2004.(M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.

2 Folio 4 del cuaderno original.

3 Folio 5 de la actuación.
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1.3.  M. P.  CHAVERRA CASTRO GERSON- Rad. 110016000019200909430-01 (09-04-10) HURTO / CONCURSO APARENTE / ACCIÓN FINAL – No obstante la pluralidad de actos ejecutivos y sujetos pasivos no se configura el concurso cuando existe unidad de designio criminal.

“Es precisamente lo que sucede en el presente caso, donde a los procesados se les atribuye la comisión del delito de hurto en concurso homogéneo, cuando los acontecimientos por los que son juzgados revelan a todas luces que se trata de una sola conducta, orientada por un único fin, con pluralidad de sujetos pasivos. 

“En efecto, atendiendo al contenido de las entrevistas rendidas por ENRIQUE ALBA MÉNDEZ, VERÓNICA JAZMÍN BELLO GUEVARA y YURI PAOLA MÁRQUEZ CÁRDENAS, pasajeros del vehículo de servicio público, se advierte que los procesados abordaron el automotor con el único fin de apoderarse de los bienes muebles de las personas que allí se movilizaban. El primero, por ejemplo, cuenta que el vehículo estaba detenido en un semáforo, momento en el que los cuatro asaltantes lo abordaron e inmediatamente cada uno se dirigió hacia un pasajero exigiendo la entrega de los bienes. La segunda, por su parte, aseguró que los asaltantes iban “asiento por asiento” y les quitaban a los pasajeros sus pertenencias. Aspecto que del mismo modo refirió la señora MÁRQUEZ CÁRDENAS, al precisar que a ella y a otros ocupantes del automotor los despojaron de sus bienes, para lo cual la hirieron con un arma blanca. 

“De acuerdo con lo anterior, los procesados habrían actuado bajo una unidad de designio criminal, con un solo propósito, a saber, hurtar los bienes de los ocupantes del vehículo de servicio público, aunque para su consumación hayan tenido que acudir a una pluralidad de actos ejecutivos, que no pueden ser considerados por sí solos, sino que han de ser entendidos como constitutivos de una sola conducta, de acuerdo con la finalidad trazada. 

“Como lo explica el Tratadista Nodier Agudelo Betancur1 , la realización de la acción en el esquema finalista comprende dos fases: una interna y otra externa. Dentro de la primera están comprendidas i) la anticipación mental del fin, ii) la determinación de los medios y iii) la consideración de otros posibles efectos de la acción. 

Anticipación mental que tiene su razón de ser en tanto se concibe la acción como ejercicio de actividad final humana, no solo causal, como lo señala Fernando Velásquez V. 2  Puntualmente, el citado tratadista explica: 

“Acción, pues, es ejercicio de actividad final humana y no solo causal. La finalidad o el carácter final se basa en que el hombre, gracias a su saber causal, puede prever dentro de ciertos límites las consecuencias posibles de su obrar, ponerse por tanto fines diversos y dirigir su actividad, conforme a un plan, a la consecución de esos fines; la actividad final es un obrar orientado conscientemente desde el fin, mientras que el acontecer causal no lo está, por ser la resultante de los componentes causales existentes en cada caso”. 

(…)

“En ese orden de ideas, puesto que todo apunta a que la finalidad de los procesados era la de hurtar los bienes no de una persona, sino de todos los pasajeros que se movilizaban en el vehículo de servicio público, los actos que ejecutaron para el desapoderamiento de los bienes de cada uno de ellos, individualmente considerados, no pueden ser estimados como acciones autónomas, sino como componentes de aquella finalidad. De suerte que, al haberse tratado de una acción única, para el Tribunal fue desacertado que la Fiscalía imputara y el Juzgado condenara por  el concurso homogéneo de hurtos.” 

 1  AGUDELO BETANCUR, Nodier. Curso de Derecho Penal, 3ª edición, Bogotá, Temis, 2004, p. 60 a 62.

2  VELÁSQUEZ V. Fernando, Derecho Penal, parte general, 4ª edición, Bogotá, Comlibros, 2009, p. 518. 
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2. PROVIDENCIAS DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

2.1.  27595 (07-04-09) M.P. JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA   DERECHOS DE LA MUJER - Protección por parte de los funcionarios judiciales – Actos previos de violencia contra una mujer que ha sido autora de una conducta punible no pueden desconocerse al momento de determinar el grado de reproche – IRA E INTENSO DOLOR – Configuración.

“En este orden de ideas, el Tribunal incurrió en una valoración discriminatoria en contra de la mujer, no sólo al ignorar o minimizar todos los aspectos fácticos narrados por OMAIRA RAQUEL JOR-DÁN SIMANCA (que sin duda eran alusivos a violencia por razones de sexo), sino también al estimar que el solo acto de ser encerrada en un inmueble sin alimentos carecía de las connotaciones de gravedad necesarias para producir consecuencias jurídicas en la imposición de la pena o en la determinación del grado de reproche, e incluso al sugerir que podía tratarse de un acto tolerado por esta persona, en la medida en que había sido vista barriendo la puerta y lavando el patio, es decir, como si realizar labores que por cultura o tradición han sido asignadas a las representantes del sexo femenino demostrase la ausencia de cualquier comportamiento contrario a derecho relacionado con el menoscabo a la libertad.

“2.5. Demostrado como se encuentra el error fáctico del ad quem, la trascendencia del mismo termina siendo incuestionable. De acuerdo con la jurisprudencia reiterada de la Sala, para que se configure la circunstancia atenuante del estado de ira e intenso dolor se requiere de (i) un acto de provocación grave e injusto, (ii) una reacción por parte del autor constitutiva del resultado típico y (iii) una relación causal entre ambas conductas.

“En el presente asunto, no hay conclusión distinta a la de que la acción perpetrada por OMAIRA RAQUEL JORDÁN SIMANCA, consistente en disparar en dos oportunidades en contra de José Ángel Aguirre Montañez, obedeció a la privación de la libertad a que él la sometía, así como al maltrato tanto físico como psicológico que durante los días anteriores al suceso provino de este último, de suerte que concurrió un comportamiento grave e injusto, en tanto afectaba los derechos fundamentales de la mujer, al igual que una reacción que no sólo desencadenó el resultado de muerte, sino que además fue la consecuencia directa del acto provocador.”

JAVIER ARMANDO FLETSCHER PLAZAS             
   HERMENS DARIO LARA ACUÑA       
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�  C. Const. Sentencia C-318 de 2002. M.P. Dr. Alfredo Beltrán Sierra.


�  C. Const. Sentencia C-726 de 2000. M.P. D. Alfredo Beltrán Sierra.


� Ley 16 de 1985. Art. 7°- “Integración con la Ley 182 de 1948: Todos los derechos y obligaciones de los propietarios sobre los bienes de uso o servicio común consagrados con la ley 182 de 1948 se transfieren a la persona jurídica encargada de su administración y manejo, y por lo tanto, tales derechos y obligaciones se radican en su patrimonio. Asimismo, las demás prescripciones de dicha ley en relación con los mismos bienes se entienden referidas a esta persona jurídica.”
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